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JUZGADO TERCERO PENAL DEL CIRCUITO CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO

Ibagué, primero (1º) de agosto de dos mil veintitrés (2023).


Por competencia y conforme a lo normado en el artículo 86 Constitucional, y Decreto 2591 de 1991, se asume el conocimiento de la demanda presentada por DIANA LUDIVIA CASTAÑO PÉREZ, en contra de la REGISTRADURÍA DE IBAGUÉ.

Por ser procedente se vincula a la REGISTRADURÍA NACIONAL, REGISTRADURÍA DEL TOLIMA, PARTIDO COMUNISTA COLOMBIANO, POLO DEMOCRÁTICO ALTERNATIVO, MAIS, COLOMBIA HUMANA, UNIÓN PATRIOTICA, TODOS SOMOS COLOMBIA JONATHAN VARÓN Y JAIME TOCORA, MOE y LAS PERSONAS INSCRITAS O ASPIRANTES A LA ASAMBLEA DEL TOLIMA elecciones 2023.

En consecuencia, se DISPONE, correrles traslado de la presente acción, notificándoseles de la misma, para que dentro del término improrrogable de dos (2) días den respuesta sobre lo que consideren pertinente.

Se ordena a la Registraduría Nacional y Departamental emita comunicado en sus páginas web notificando a los aspirantes a la Asamblea del Tolima de la existencia de este trámite, para que, si así lo desean rindan informe dentro de los 2 días siguientes a su emisión.

Téngase como prueba la documental aportada por el demandante con los efectos legales pertinentes.

Procede el Despacho, a pronunciarse con relación a la medida provisional solicitada en cuanto a que: “se disponga a la accionada terminar el proceso de inscripción de mi postulación como candidata a la Asamblea Departamental del Tolima”.
[bookmark: _GoBack]
Al respecto, recuerda el despacho que el artículo 7º del decreto 2591 de 1991 autoriza al juez de tutela, de oficio o a petición de parte, para suspender el acto que amenace o viole el derecho fundamental invocado, cuando el funcionario judicial “expresamente lo considere necesario y urgente para proteger el derecho” y se le autoriza también para “dictar cualquier medida de conservación o seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños como consecuencia de los hechos realizados, todo de conformidad con las circunstancias del caso”. 

Como lo ha dicho la Honorable Corte Constitucional, con la adopción de las medidas provisionales se busca evitar que la amenaza contra el derecho fundamental se convierta en una violación al mismo o, habiéndose constatado la existencia de una violación que ésta se torne más gravosa[footnoteRef:1]. [1:  Auto A-380 de 2010, MP. Mauricio González Cuervo] 


Dicha medida la puede adoptar el Juez respectivo desde la presentación de la demanda de tutela hasta antes de proferirse la sentencia, momento este último, en el cual, el Juez, al resolver el caso de fondo, debe decidir si la medida provisional adoptada se convierte en permanente, esto es, definitiva, o si por el contrario debe revocarse. Cabe agregar que el juez, a petición de parte o en forma oficiosa, puede revocar en cualquier momento la medida provisional adoptada.

De la demanda y anexos se extrae que, el 29 de julio de 2023, aproximadamente a las 2:15 de la tarde, Diana Ludivia Castaño Pérez ingresó a las instalaciones de la registraduría departamental de Ibagué, con el grupo de candidatos integrantes a la lista a la asamblea departamental de la coalición pacto histórico.

A las 4:03 de la tarde siguiente, la persona delegada para adelantar el trámite de inscripción por parte del pacto histórico, pregunta que si es posible ir adelantando el trámite de inscripción, pues se requería ir adelantando el proceso de biometría y de presentación, mientras llegaba el documento de acuerdo y aval colectivo, pero los funcionarios de la registraduría respondieron que no es posible, que se debía esperar, por cuanto no se podía iniciar el proceso biométrico hasta no tener el acuerdo de coalición cargado en la plataforma.

A las 5:50 p.m. del día ya referido, el señor Jhonatan Varón, del partido comunista colombiano, manifiesta que el señor Jaime Tocora, integrante de la lista por el pacto histórico, ya no se iba a inscribir a la lista de dicha coalición, sino a una nueva.

Culminada la inscripción del señor Tocora, dentro de otra coalición, el señor delegado de la registraduría manifestó que no podía inscribir la lista de candidatos a la Asamblea del Tolima del Pacto Histórico, porque en ella estaba incluido el señor Jaime Tocora, quedando esta con un problema de doble militancia.

Ante esta negativa, la accionante le indicó al señor delegado que eso era problema del señor Tocora, pero que por esa circunstancia no podía negar el derecho de inscribirla y poder participar, por cuanto contaba con todos los documentos, encontrándose dentro del aval colectivo y el acuerdo de coalición, sin que éste accediera a su petición, considerando tal omisión como una vía de hecho.

De las afirmaciones de la misma accionante, Diana Ludivia Castaño Pérez, se deduce que el proceso de inscripción de listas de candidatos a la asamblea departamental, vence el 4 de agosto de 2023 a las 6 p.m., de ahí que no se vea satisfecho los criterios de premura y necesidad para la protección de los derechos invocados, que guía el decreto de una medida como la solicitada, además, de accederse al amparo en el fallo de fondo, podría materializarse la pretensión de inscripción de la demandante, incluso, con posterioridad al 4 de agosto de 2023.

Así las cosas, la solicitud expresa de la accionante, no se encuentra dentro del ámbito de urgencia y necesidad señalados por el artículo 7 del Decreto 2591 de 1991. 

En consecuencia, el Despacho no accederá a la solicitud de medida provisional elevada por la accionante.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
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